	Fecha
	13 de agosto de 1953
	Sesión número
	38

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ZOILA GUERRERO GUERRERO

	Recurrido: GOBERNADOR DE SAN JOSÉ

	Objeto del recurso: La recurrente objeta que su negocio fue cerrado arbitraria y violentamente.

	Respuesta del recurrido: El cierre fue ordenado por las reiteradas denuncias de escándalos y prostitución.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (actuación justificada).


N° 38
Sesión EXTRAordinaria de Corte Plena celebrada a las quince horas del día trece de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, con asistencia de los Magistrados Guardia (Presidente), Elizondo, Quirós, Ramírez, Baudrit, Valle, Aguilar, Ávila, Sánchez, Cordero, Fernández Hernández, Castillo, Trejos, Bejarano, Acosta, Fernández Porras y el suplente Zurcher.
Artículo I
Se entró a conocer del recurso de Amparo establecido por la señora ZOILA GUERRERO GUERRERO, que endereza contra el señor Gobernador de la Provincia de San José, pues considera que este funcionario ha trasgredido los artículos 28 y 45 de la Constitución Política. En el libelo respectivo expone en síntesis que desde hace varios años es propietaria de un negocio de hostería denominado “El Camagüey”, situado en esta capital, en el que se expende a la vez licor, disfrutando de la patente correspondiente; que de un tiempo acá, posiblemente por rivalidades comerciales, alguien se ha encargado de mover ante los funcionarios respectivos los hilos de una bajísima intriga encaminada a la clausura del negocio en cuestión, al extremo de que esa intriga tuvo su culminación o remate el día de 10 de junio último en que, habiendo concurrido al negocio y en simple actitud de visita una nieta de la recurrente, la autoridades de policía procedieron al arresto no sólo de la menor, sino también de la querellante, para conducirlas luego a la Agencia Judicial de Menores; que esta autoridad la castigó como autora de la infracción de tolerar la presencia de menores en un prostíbulo y después dirigió oficio al señor Gobernador de esta provincia, pidiéndole que, si a bien lo tenía, procediera a la clausura del negocio en cuestión; que el señor Gobernador, sin abrir procedimientos a esa finalidad encaminados, y sin darle a la recurrente ocasión ninguna para promover su defensa, y sin producirse una resolución formal acerca de la materia, por nota dirigida a la Dirección de la Guardia Civil con fecha 12 de junio último ordenó a esta no sólo la clausura de “El Camagüey”, sino también el desalojamiento de la petente del edificio que a la vez le servía de domicilio; que ante tal actitud, que estima ilegal, interpuso los recursos de revocatoria y apelación, este último con carácter subsidiario, contra la resolución de clausura del negocio y desalojamiento; que el Ministerio de Gobernación desestimó la recepción de unas pruebas ofrecidas y confirmó la resolución del señor Gobernador únicamente en cuanto a la orden de clausura del negocio; que como de todo lo que va expuesto se concluye que las actitudes así del señor Gobernador de la Provincia como del señor Ministro de Gobernación son injustas, pues le dieron una trascendencia que no tiene al fallo condenatorio del Agente Judicial de Menores, porque el hecho de que una nieta visite de vez en cuando a su abuela, y esto en compañía de su padre, como en el caso concreto, en ninguna latitud puede considerarse como acto constitutivo de una infracción represiva. Continúa exponiendo la recurrente que en el párrafo segundo del artículo 28 de nuestra Constitución Política se establece que las acciones privadas que no dañen la moral y el orden públicos están fuera de la acción de la ley, agregándose en el número 41 ibídem que, ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales; disponiéndose finalmente en el artículo 45 de la misma legislación, que la propiedad es inviolable y que a nadie puede privársele de la suya, garantías constitucionales esas contra las cuales va tanto la resolución del señor Gobernador de la Provincia, como la del Ministerio de Gobernación y Policía que la confirmó, y que ya están en ejecución. Finalmente invoca la recurrente el artículo 48 de la Constitución y la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950 para que se le restablezca y mantenga en el pleno goce de su derecho a ejercer libremente el comercio a que se ha referido, ofreciendo en apoyo de su gestión y para demostrar la justicia que le asiste, prueba documental y testimonial.
El señor Gobernador de la provincia, al evacuar el informe que al efecto le fue solicitado, manifestó que existen antecedentes en relación con el caso de “El Camagüey” de la señora Zoila Guerrero Guerrero; que en el primer expediente, por resolución de las 15 horas del 15 de febrero de 1952, ordenó a la Guardia Civil cerrar, entre otros negocios de prostitución, el llamado “El Camagüey”, de propiedad de la señora Guerrero, con motivo de quejas de vecinos y de partes de la Guardia Civil, por escándalos y perturbación a la tranquilidad y sosiego del vecindario producidos en ese negocio; que de esa orden de cierre del establecimiento apeló la recurrente para ante el señor Ministro de Gobernación, y el alto funcionario que sirve al Ministerio, por resolución N° 34 de las 9 horas del 23 de febrero de 1952, publicada en “La Gaceta” número 46 del 24 del mes y año antes citados, confirmó la orden de cierre de “El Camagüey”, con la única modificación de que no debía procederse a la expulsión de la familia de la recurrente, ni a la clausura del negocio de cantina o restaurante, si la señora Guerrero no toleraba de nuevo el ingreso a su establecimiento de mujeres de liviana conducta; y que si se llegare a comprobar de nuevo que se toleraba a dichas mujeres en el negocio, entonces el pronunciamiento de segunda instancia se dejaría sin efecto y firme la resolución de cierre de la cantina y restaurante. En el segundo expediente, manifiesta el señor Gobernador, al folio 4, aparece la nota N° 39 de fecha 12 de junio de 1953, que le dirigió el señor Agente Judicial de Menores, en que le comunicaba haber impuesto a la señora Zoila Guerrero Guerrero una multa de cien colones, por permitir a menores de edad en su hostería, y le pedía aplicar a la recurrente la ley de cierre del negocio, con el expreso deseo de terminar con esos establecimientos que prostituyen a la niñez; que como la nota en cuestión provenía de un tribunal judicial, hacía plena prueba de que la señora Guerrero no sólo fue juzgada y multada por permitir a menores de edad en su negocio, sino que se hacía acreedora a que se le cerrara ese centro de perdición, por reincidir en la falta que motivó la resolución de las 15 horas del 15 de febrero de 1952, que ordenó el cierre de “El Camagüey”; que en vista de los hechos relatados la Gobernación de la Provincia acogió la recomendación del referido Agente Judicial, y se dirigió al señor Director General de la Guardia Civil, para que procediera a cerrarle a la señora Guerrero su restaurante y hostería; que esta segunda orden de cierre del establecimiento fue confirmada por el Ministerio de Gobernación por resolución número 163 de 8 horas y 46 minutos del 15 de julio de 1953, con la reserva de que el desalojamiento se concretara a la parte del prostíbulo destinada a la hostería y cantina, sin hacerlo extensivo por consiguiente a los departamentos en donde habita la señora Guerrero con su familia; que por otra parte, el Ministerio de Gobernación dictó el pronunciamiento que lleva el número 386 de las 8 horas del 27 de noviembre de 1952, mediante el cual sentó la doctrina de que tratándose, como en el presente caso de la señora Guerrero, del ejercicio de una función administrativa, cual es la ejecución de leyes o reglamentos de orden público, puede cumplirse mediante simples medidas de policía la clausura de establecimientos y la suspensión de eventos públicos que afectan a la moral o las buenas costumbres, sin necesidad de llamar a juicio formal a quien o quienes sean dueños o empresarios de esos negocios o realicen estas actividades; y, finalmente, que a la señora Guerrero no se le privó del derecho de defensa, ya que bien claro queda expuesto que las resoluciones dictadas por la Gobernación de la provincia fueron oportunamente confirmadas por su Superior, el señor Ministro de Gobernación.
Discutido el caso, se dispuso declarar sin lugar el recurso, por cuanto la proposición de prueba ante el Ministerio de Gobernación, el cual conoció de la orden de cierre del establecimiento llamado “El Camagüey” que dictó el Gobernador de San José fue inoportuna, pues debió hacerse ante la autoridad que juzgaba a la recurrente y, por lo demás, inconducente, toda vez que esta última ya había aceptado el cargo que se le hizo en la Agencia Judicial de Menores de recibir a éstos en la casa de prostitución, hecho por el cual fue sancionada; y por lo que hace a que mediante la referida orden se conculcó el derecho de propiedad, pues va en contra de lo que disponen los artículos 28 y 45 de la Constitución, debe decirse que la garantía a que alude el primero de dichos textos consiste en que nadie puede ser inquietado ni perseguido por actos que no infringen la ley, más lo atribuido a la recurrente es contrario a esta última; y en cuanto se alega que la mencionada orden de cierre viola el derecho de propiedad de la quejosa, debe decirse que tal disposición no restringe la libertad de comercio lícito que es al que alude el segundo de dichos textos, y no así al ilícito, como lo es el que ejerce la recurrente.
